
 
www.ramajudicial.gov.co 

 
JUZGADO CUARENTA Y CUATRO ADMINISTRATIVO ORAL 

DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 
– SECCIÓN CUARTA –  

 

AUTO 

EXPEDIENTE:  11001 33 37 044 2023-00285 00 
DEMANDANTE GELVEZ & RAMIREZ INGENIERIA Y DESARROLLO 

SOCIEDAD POR ACCIONES SIMPLIFICADAS G&R 
INGENIERIA Y DESARROLLO S.A.S.  

DEMANDADO:  BOGOTÁ D.C. - SECRETARÍA DISTRITAL DE HACIENDA 
 
NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 
Bogotá, D.C. diez (10) de mayo de dos mil veinticuatro (2024). 

 

Visto el informe secretarial que antecede, el Despacho advierte que el apoderado 

de la parte actora solicitó, conforme lo establecido en el artículo 229 y siguientes del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, la 

suspensión provisional de los actos administrativos demandados, a saber: (i) La 

Resolución No. DDl-007639 - 2022EE125828 del 13 de mayo de 2022 “Por la cual 

se profiere Liquidación Oficial de Aforo, respecto del Impuesto de Industria y 

Comercio, Avisos y Tableros por las vigencias fiscales citadas, acto notificado por 

correo el 20/05/2022” y (ii) la Resolución No. DDl-016814 del 28 de abril de 2023 

"Por la cual se resuelve un recurso de reconsideración"  (Archivo 25 índice 021 

Samai). 

 

Mediante auto de fecha 17 de noviembre de 2023, se corrió traslado a la parte 

demandada por el término de 5 días para que se pronunciara sobre la solicitud de 

la suspensión provisional de los actos demandados (Archivo 26 índice 021 Samai).  

Decisión que fue notificada el 7 de diciembre de 2023  

 

Por escrito de fecha 19 de diciembre de 2023, descorre traslado de la solicitud de 

medida cautelar. 

 

Surtido el trámite correspondiente, y atendiendo lo dispuesto en el inciso tercero del 

artículo 233 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, procede el Despacho a resolver la solicitud realizada. 

 

CONSIDERACIONES 

 

Respecto del derecho de medidas cautelares el artículo 231 del C.P.A.C.A, dispone: 

  



 
 
 

REFERENCIA: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
EXPEDIENTE: 11001333704420230028500 

    DEMANDANTE: GELVEZ & RAMIREZ S.A.S. 
DEMANDADO: BOGOTÁ D.C. – SECRETARÍA DISTRITAL DE HACIENDA 

 AUTO 
 

 

2 
 

“ARTÍCULO 231. Requisitos para decretar las medidas cautelares. Cuando se 
pretenda la nulidad de un acto administrativo, la suspensión provisional de sus 
efectos procederá por violación de las disposiciones invocadas en la demanda o en 
la solicitud que se realice en escrito separado, cuando tal violación surja del análisis 
del acto demandado y su confrontación con las normas superiores invocadas como 
violadas o del estudio de las pruebas allegadas con la solicitud. Cuando 
adicionalmente se pretenda el restablecimiento del derecho y la indemnización de 
perjuicios deberá probarse al menos sumariamente la existencia de los mismos. 
 
En los demás casos, las medidas cautelares serán procedentes cuando concurran 
los siguientes requisitos: 
 

1. Que la demanda esté razonablemente fundada en derecho. 
 

2. Que el demandante haya demostrado, así fuere sumariamente, la titularidad del 
derecho o de los derechos invocados. 
 

3. Que el demandante haya presentado los documentos, informaciones, 
argumentos y justificaciones que permitan concluir, mediante un juicio de 
ponderación de intereses, que resultaría más gravoso para el interés público 
negar la medida cautelar que concederla. 
 

4. Que, adicionalmente, se cumpla una de las siguientes condiciones: 
 

a) Que al no otorgarse la medida se cause un perjuicio irremediable, o 
 

b) Que existan serios motivos para considerar que de no otorgarse la medida los 
efectos de la sentencia serían nugatorios.” 

 

En este sentido, conforme la norma en cita, la suspensión provisional de los actos 

administrativos procede cuando existe violación de las disposiciones invocadas en 

la demanda, cuando tal violación surge del análisis de acto y su confrontación con 

las normas superiores invocadas como violadas o del estudio de las pruebas 

allegadas con la solicitud, la cual no implica prejuzgamiento. 

 

Sobre las medidas cautelares, el Consejo de Estado – Sección Quinta, en 

providencia de fecha 13 de septiembre de 2012, C.P. Dra. Susana Buitrago 

Valencia, señaló: 

 
“La nueva norma precisa entonces a partir de que haya petición expresa al respecto 
que: 1º) la procedencia de la suspensión provisional de los efectos de un acto que 
se acusa de nulidad puede acontecer si la violación de las disposiciones invocadas, 
surge, es decir, aparece presente, desde esta instancia procesal – cuando el 
proceso apenas comienza-, como conclusión del: i) análisis del acto demandado y 
su confrontación con la normas superiores invocadas como violada, o, ii) del estudio 
de las pruebas allegadas con la solicitud.  2º) Además, señala que esta medida 
cautelar se debe solicitar, ya con fundamento en el mismo concepto de violación de 
la demanda, o ya en lo que el demandante sustente al respecto en escrito separado  
(…)” 
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Aunado a lo anterior, se debe señalar que la solicitud de suspensión de los efectos 

de los actos cuya anulación se pretende, debe ser expresa y estar debidamente 

sustentada, para lo cual estudiara si la actora cumplió con dicha carga. 

 

En relación con las medidas preventivas en el proceso de cobro coactivo el artículo 

837, ha señalado: 

 
“Articulo 837. Medidas preventivas. Previa o simultáneamente con el 
mandamiento de pago, el funcionario podrá decretar el embargo y secuestro 
preventivo de los bienes del deudor que se hayan establecido como de su 
propiedad. 
 
Para este efecto, los funcionarios competentes podrán identificar los bienes del 
deudor por medio de las informaciones tributarias, o de las informaciones 
suministradas por entidades públicas o privadas, que estarán obligadas en todos los 
casos a dar pronta y cumplida respuesta a la Administración, so pena de ser 
sancionadas al tenor del artículo 651 literal a). 
 
Parágrafo. Cuando se hubieren decretado medidas cautelares y el deudor 
demuestre que se ha admitido demanda contra el título ejecutivo y que esta se 
encuentra pendiente de fallo ante la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo se ordenará levantarlas. 
 
Las medidas cautelares también podrán levantarse cuando admitida la demanda 
ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo contra las resoluciones que 
fallan las excepciones y ordenan llevar adelante la ejecución, se presta garantía 
bancaria o de compañía de seguros, por el valor adeudado.   

 

De lo anterior se concluye que, la administración puede decretar el embargo y 

secuestro de los bienes de manera preventiva y, que estos gravámenes serán 

levantados cuando el ejecutado demuestre a la entidad que se ha admitido la 

demanda ante lo contencioso-administrativo.  

 

Ello sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 835 del ET, así:  

 

“Artículo 835. Intervención del contencioso administrativo. Dentro del proceso 

de cobro administrativo coactivo, sólo serán demandables ante la Jurisdicción 

Contencioso - Administrativa las resoluciones que fallan las excepciones y ordenan 

llevar adelante la ejecución; la admisión de la demanda no suspende el proceso 

de cobro, pero el remate no se realizará hasta que exista pronunciamiento 

definitivo de dicha jurisdicción. 

 

En el caso concreto, el apoderado de la parte actora solicita la suspensión 

provisional de los actos demandados, solicitando se ordene a la entidad que se 

abstenga ejercer alguna medida de embargo, retención o en general cualquier 

medida cautelar con fundamento en los actos acusados. 

 

Aduce que los actos administrativos se encuentran demandados ante la jurisdicción 

de lo contencioso administrativo, al no haberse expedido fallo definitivo, en la 
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actualidad no cuentan con ejecutoria y sólo se tendrá hasta tanto contra él se decida 

de fondo acerca de las inconformidades planteadas por medio de acción de nulidad.  

 

La entidad demandada descorrió traslado de la solicitud de la medida cautelar 

oponiéndose a su decreto, indica que el debate sobre las presuntas normas 

trasgredidas debe centrarse en la obligación de pagar lo determinado en la 

Resolución No. DDl-007639 - 2022EE125828 del 13/05/2022. Por lo que considera 

que se requiere de un análisis exhaustivo de los actos administrativos emitidos por 

la Secretaría Distrital de Hacienda, así como de la evidencia presentada en el 

expediente. Para lo cual considera que se requiere un proceso adecuado que 

incluya la presentación de pruebas pertinentes.  

 

Concluye indicando que el demandante no aporta sustento alguno con lo cual 

pretenda demostrar algún daño irremediable causado, limitándose a realizar la 

solicitud sin que se determine el perjuicio irremediable que permita la suspensión 

de los actos administrativos demandados.  

 

Analizados los anteriores argumentos, encuentra esta operadora judicial que de 

conformidad con la norma objeto de estudio, no se dan los presupuestos para 

acceder a la suspensión de los actos administrativos, toda vez que, al revisar los 

requisitos formales y sustanciales de la solicitud, se encuentra que la entidad 

demandante no acreditó el perjuicio alegado; de la misma forma que, se observa 

que los fundamentos de la petición van encaminados a atacar el objeto central de 

la presente litis, lo cual implica efectuar una valoración integral de las normas con 

las que la entidad demandada sustentó la expedición de los actos demandados, 

análisis que no es posible realizar en esta etapa, sino cuando el Despacho cuente 

con mayores elementos, como serían los argumentos de defensa de la contraparte, 

así como el total del material probatorio que se allegue al proceso.   

 

Conforme lo expuesto en precedencia, para lograr determinar el verdadero sentido 

normativo de los actos acusados y la eventual incompatibilidad con otras normas, 

es necesario una labor hermenéutica que va más allá de la necesaria en esta etapa 

procesal, toda vez que se requiere de un estudio de fondo acerca del problema 

jurídico planteado, lo cual hace necesario contar con las demás etapas procesales 

y surtir el período probatorio. 

 

Ahora bien, en lo que se refiere a cobro coactivo que pudiera adelantarse con 

fundamento en los actos atacados cabe precisar que las decisiones administrativas 
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que eventualmente puedan servir de título base de ejecución dentro de un proceso 

de cobro coactivo y estén demandadas, no se encuentran debidamente 

ejecutoriados, lo cual impide a la administración dar apertura a dicho trámite. En tal 

sentido, se ha pronunciado el Consejo de Estado, al considerar que: 

 
“El artículo 829 ejusdem, por su parte, estableció que los actos administrativos que 
sirven de fundamento al cobro coactivo se entienden ejecutoriados cuando: i) contra 
ellos no proceden recursos; ii) no se interpusieron en término o no se presentaron 
en debida forma; iii) se renuncie o se desista expresamente de ellos y, iv) cuando 
<<…los recursos interpuestos en la vía gubernativa o las acciones de 
restablecimiento del derecho o de revisión de impuestos se hayan decidido en forma 
definitiva, según el caso>>.  
 
En este último evento, esto es, el previsto en el numeral 4 del artículo 829 del 
Estatuto Tributario, se presentan dos circunstancias para que los actos 
administrativos que sirven de fundamento al cobro coactivo se entiendan 
ejecutoriados.  
 
El primero ocurre en el procedimiento adelantado en la vía gubernativa, cuando la 
Administración resuelve los recursos procedentes contra el acto administrativo, y 
éste queda en firme, circunstancia también contemplada en el numeral 2 del artículo 
62 del Código Contencioso Administrativo1. 

 

Ahora bien, el segundo supuesto tiene lugar en el eventual proceso que se adelante 

ante la jurisdicción contencioso administrativa, mediante la interposición de la 

acción de nulidad y restablecimiento del derecho –hoy medio de control-, contra los 

actos administrativos que sirven de soporte de la ejecución, en cuyo caso, la 

ejecutoria ocurre cuando se notifica la decisión judicial definitiva a que haya lugar. 

 

Sobre este punto, la Sala señaló2: 

 

<<Como se observa, el numeral 4º contempla dos supuestos en que los actos 
soporte del cobro coactivo pueden encontrarse ejecutoriados: 
 
i) Cuando se trata de actos administrativos susceptibles de los recursos propios de 
la vía gubernativa y estos han sido interpuestos, debida y oportunamente. Según 
esta regla, el acto administrativo que sirve de título ejecutivo queda ejecutoriado una 
vez la entidad oficial decida los recursos interpuestos, siempre y cuando, el 
interesado no lo demande ante la jurisdicción, porque de hacerlo se estaría ante el 
siguiente supuesto legal. 
 
ii) Cuando los actos administrativos que sirvieron de título ejecutivo fueron 
demandados ante la jurisdicción, por el afectado, para obtener la declaratoria de 
nulidad y el restablecimiento de sus derechos. En estos casos, se entenderán 
ejecutoriados una vez sea proferida la decisión judicial definitiva. 

                                                           
1 C.C.A. <<Art. 62.- Firmeza de los actos administrativos. Los actos administrativos quedarán en firme: 1.- Cuando contra 

ellos no proceda ningún recurso. 2.- Cuando los recursos interpuestos se hayan decidido. 3.- Cuando no se interpongan 
recursos, o cuando se renuncie expresamente a ellos. 4.- Cuando haya lugar a la perención, o cuando se acepten los 
desistimientos>>. (Se subraya). 

2 Sentencia 20298 del 12 de agosto de 2014, C.P. Jorge Octavio Ramírez Ramírez. 
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Luego, la acción de nulidad y restablecimiento del derecho instaurada contra el acto 
administrativo que sirve de fundamento al cobro coactivo, impide que ese acto 
adquiera fuerza ejecutoria, la cual solo se logra en el momento en que la jurisdicción 
decida, de manera definitiva, la respectiva demanda. 
 
4.3.3. En concordancia con dicha norma, el numeral 5° del artículo 831 E.T. dispone 
que contra el mandamiento de pago procede la excepción de interposición de 
demanda de nulidad y restablecimiento del derecho o de proceso de revisión de 
impuestos ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo.  Lo anterior, se 
repite, porque es necesario que el acto administrativo alcance firmeza. Sólo así 
pueden ser ejecutados contra la voluntad de los interesados y dan fe de la existencia 
de una obligación actualmente exigible al deudor (…)>>. (Se subraya). 

 
En esa oportunidad, la Sala consideró que la interposición de la demanda de nulidad 
y restablecimiento del derecho impide que el acto administrativo adquiera fuerza 
ejecutoria, hasta tanto la jurisdicción la decida de forma definitiva la demanda. 
 
Para llegar a esa conclusión, se remitió a las previsiones del numeral 5º del artículo 
831 del Estatuto Tributario, según el cual, contra el mandamiento de pago procede 
la excepción de <<…interposición de demandas de restablecimiento del derecho o 
de proceso de revisión de impuestos, ante la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo>>, que condiciona la ejecutoriedad de los actos que fundamentan la 
ejecución, hasta que la demanda sea decidida en esa instancia de la jurisdicción, 
pues mientras la demanda esté en curso, no es posible que la Administración 
ejecute los actos necesarios para su cumplimiento. 
 
La Sala también dijo que la excepción señalada se acredita con la admisión de la 
demanda, tema sobre el cual reiteró la posición asumida por la Corporación en otros 
pronunciamientos3, al anotar que <<en este momento se verifica que la misma –
demanda- ha reunido todos los requisitos de ley para que sea conocida por el juez, 
y, además, se traba la relación jurídico procesal entre las partes>>, y además agregó 
que <<La terminación del procedimiento de cobro coactivo surge de la falta de 
firmeza del título ejecutivo que solo se logra cuando la demanda se haya decidido 
definitivamente, de acuerdo con el artículo 829.4 del Estatuto Tributario, ya que la 
acción de nulidad y restablecimiento del derecho impide la ejecutoriedad del acto 
administrativo demandado>>. 
 
En ese orden de ideas, es claro que la admisión de la demanda afecta directamente 
la ejecutoriedad de los actos administrativos que sirven de fundamento en el 
procedimiento de cobro coactivo. (…)” 
 

Bajo las anteriores pautas legales y jurisprudenciales, resulta claro que los actos 

administrativos objeto de disputa no son aún exigibles como quiera que no se 

encuentran ejecutoriados, lo que llevaría al traste con el proceso de cobro coactivo 

que pudiera adelantar la entidad demandada. 

 

En ese orden de ideas, al no evidenciarse a prima facie una violación flagrante de 

las normas citadas en la solicitud, así como tampoco la necesidad o urgencia de la 

medida solicitada y por no contarse con los presupuestos mínimos para la 

                                                           
3Sentencias 18216 del 11 de julio de 2013, C.P. Hugo Fernando Bastidas Bárcenas y 19206 del 28 de agosto de 2014, C.P. 

Carmen Teresa Ortiz de Rodríguez.  
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procedencia de la medida cautelar solicitada, en los términos antes descritos, habrá 

de negarse la solicitud elevada. 

 

En consecuencia, a lo expuesto anteriormente, este Juzgado, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: Negar la solicitud de medida cautelar de suspensión provisional de los 

actos acusados solicitada por la parte demandante, de conformidad con lo expuesto 

en la parte motiva de la presente providencia. 

 

SEGUNDO: RECONOCER personería para actuar al doctor JHOMER ALEIXER 

GAVIRIA POSADA identificado con la CC No. 16.072.352 y T.P. No.225.716 del C. 

S. J., en los términos y para los fines conferidos en el poder especial visible en 

índice 00021 del expediente digital SAMAI, en calidad de apoderado de la BOGOTÁ 

D.C. - SECRETARÍA DISTRITAL DE HACIENDA, y previa verificación de los 

antecedentes disciplinarios en atención al Oficio No. PSD19-438 de 28 de junio de 

2019 del C.S.J. 

 

TERCERO: Comunicar la presente providencia con el uso de las tecnologías de la 

información: 

 

PARTES DIRECCIÓN ELECTRÓNICA REGISTRADA 

DEMANDANTE:  daniel.calderon@scientia-legal.com; 

edwin.rodriguez@scientia-legal.com; 

DEMANDADO:  notificacionesjudiciales@secretariajuridica.gov.co; 

 jgaviria@shd.gov.co 

MINISTERIO PÚBLICO: czambrano@procuraduria.gov.co; 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

OLGA VIRGINA ALZATE PÉREZ 
Juez  
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JUZGADO CUARENTA Y CUATRO ADMINISTRATIVO 

CIRCUITO DE BOGOTÁ 
SECCION CUARTA 

 
Por anotación en ESTADO notifico a las partes la providencia 
anterior, hoy 14 DE MAYO DE 2024 a las 8:00 a.m. 
 

_______________________ 
Secretaria 

 

Firmado Por:

Olga Virginia Maria Del P Alzate Perez

Juez Circuito

Juzgado De Circuito

Funcionario 044

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 42082cb9892f97cdc7db0b01b92713096d7b81cbf04f52895d75ce355cf5e448

Documento generado en 10/05/2024 09:43:24 a. m.

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica


